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SE PRESENTA EN CALIDAD DE AMICUS CURIAE. 

Señores Jueces de Cámara:  
Mario  Alberto  JULIANO,  D.N.I.  11.416.894 y Nicolás LAINO, DNI 30.296.348, en nuestro carácter de Presidente y Secretario General de la Asociación Civil Pensamiento Penal, respectivamente, en la I.P.P Nº 00-026698-12, constituyendo domicilio en Colombres 1678, Lomas de Zamora, nos presentamos y decimos:  
I. OBJETO.

La Asociación Civil Pensamiento Penal (en adelante APP) viene a expresar su opinión sobre alguna de las cuestiones debatidas en esta causa, esperando sean tomadas en consideración por la señora jueza y contribuyan a la mejor resolución del tema.
II. LEGITIMACIÓN DE LA ASOCIACIÓN PENSAMIENTO PENAL PARA EFECTUAR ESTA PRESENTACIÓN.
La presentación es suscripta por Mario Alberto Juliano y Nicolás Laino, en el carácter de presidente y secretario de APP, respectivamente, lo cual surge de los estatutos sociales y documentación anexa, que se encuentran a su disposición, para el caso de estimarlo necesario.

APP es una entidad civil, sin fines de lucro, integrada por operadores del sistema penal (jueces, fiscales, defensores, docentes y estudiantes) de todo el país, cuyos principales objetivos son la promoción, el respeto y resguardo de los derechos humanos. En particular, cabe remitir a cuanto surge del estatuto social de APP, inscripto bajo el numero 2.216 (dos mil doscientos dieciséis) de la Inspección General de Personas Jurídicas de Viedma, provincia de Rio Negro, y en concreto de su artículo 2 en el que se fija el objeto social, que 

“comprende la defensa, promoción y afianzamiento de los principios estructurales del Estado constitucional de derecho y del derecho internacional de los derechos humanos.”
La APP es responsable de la revista electrónica “Pensamiento Penal” (www.pensamientopenal.com.ar) en la que se publican quincenalmente materiales jurisprudenciales, doctrinarios e informes sobre la situación de los derechos humanos y de las personas privadas de su libertad, y otros temas relacionados íntimamente con el derecho penal en todas sus expresiones. También cuenta con un sitio web (www.pensamientopenal.org.ar) donde diariamente se publican las noticias relacionadas con el mundo penal y que son remitidas vía mail a más de diez mil contactos.

Estas actividades tienen como objetivo promover, desde el espectro que le cabe abarcar, la información de la población en general y de los profesionales del derecho en particular sobre derechos humanos y derecho penal, constitucional y penitenciario.

Como antecedentes más inmediatos y relevantes de este tipo de presentaciones, vale tener en cuenta el “amicus curiae” acompañando la acción que fuera iniciada por los detenidos en Penitenciarías de Mendoza en situación de obtener libertad condicional, pero imposibilitados de ello por haber sido declarados reincidentes, solicitando por acción declarativa de certeza la declaración de inconstitucionalidad de este instituto (causa 93.267 del registro de la Corte Suprema de Mendoza).

En fechas más recientes, APP ha acompañado con sendos amicus curiae ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación y ante la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires, la presentación del Centro de Estudios Legales y Sociales denunciando el incumplimiento de lo que la Corte Suprema Nacional ordenara en su resolución del 3 de mayo de 2005 en el marco del hábeas corpus de la causa “Verbitsky”. 

APP también ha efectuado presentaciones ante el máximo Tribunal nacional solicitando la invalidez de las detenciones efectuadas por personal de Gendarmería nacional en zonas fronterizas de la República Argentina (causas “Tonore Arredondo” y “Jiménez Manrrique”), y ha realizado una presentación en el marco de una solicitud judicial, propiciando la declaración de inconstitucionalidad y anticonvencionalidad de la facultad policial contenida en el inciso “b” del artículo 8 del decreto ley 4.663 de Catamarca. 
En el mes de junio de 2012 APP se presentó como amicus curiae en el expediente  2301032/36, caratulado “Portal de Belén Asociación Civil c/Superior Gobierno de la Provincia – amparo”, manifestándose a favor de la vigencia del protocolo para atención de abortos no punibles elaborado por la provincia de Córdoba, cuya aplicación fuera suspendida por un amparo planteado por un particular.
Entendemos que cuanto hemos manifestado en los párrafos que anteceden marcan la indudable legitimación de APP para intervenir como amiga del tribunal en esta causa, al demostrar el constante compromiso, desde su constitución, con la lucha a favor de los principios fundamentales del Estado Democrático de Derecho y con el respeto irrestricto de las libertades ciudadanas. 

En virtud de estas consideraciones, desde APP consideramos que en el carácter de institución constituida con el fin de la promoción y salvaguarda de los derechos humanos, así como el fortalecimiento del Estado democrático y el mejoramiento de la administración de justicia, tenemos la obligación institucional de intervenir como “amigos del tribunal” brindando argumentos que sirvan para dilucidar la presente causa.
III. LOS HECHOS 


Defensoras oficiales públicas del Departamento Judicial de Lomas de Zamora presentaron una acción de habeas corpus correctivo colectivo, en favor de los detenidos alojados en  los  pabellones 9 y 10 de la Unidad 40 del Servicio Penitenciario Bonaerense, por haber verificado que las condiciones de alojamiento arriesgan su vida, profundizan las lesiones a la integridad fisica y violan sus derechos  de conformidad con lo dispuesto por los artículos 18, 43 y 75.22 de la Constitución nacional, 10, 15,  20 y 30 de la Constitución de la provincia de Buenos Aires, 10.1 y 2 del PIDCyP,  1, 5, 11 y 25 de la CADH y 1, 12 y 13 de la Convención contra la Tortura.


Señalaron las defensoras públicas que se verifica un agravamiento de las condiciones de detención y que, mediante la acción interpuesta, pretenden una resolución judicial que haga cesar el  padecimiento de los alojados.


Con relación a la visita efectuada, las peticionantes advirtieron que la Unidad aloja como detenidos a cuatrocientos ochenta y seis hombres y sesenta y ocho mujeres, a pesar que cuenta con un cupo máximo de trescientas sesenta plazas.


Asimismo pudieron determinar que los alojados se encuentran en la imposibilidad de ingerir la escasa alimentacion que reciben por parte del SPB, la que es de mala calidad.


En lo que hace a la atención médica y psicológica, indicaron que los alojados no reciben adecuado control, al menos en los pabellones 9 y 10. También verificaron que los detenidos alli alojados sufren aislamiento arbitrario, innecesario e irracional, sin acceso al patio, a la recreacion, a la  educacion  o al trabajo.


Además señalaron que los detenidos no tienen acceso a las duchas, poseyendo para higiniezarse solamente un cacharro con agua fría que entibian con cables electrificados. En lo relacionado al hacinamiento de las personas, añadieron que en las celdas, de pequeñas dimensiones, se ubican cuatro camas cuchetas con colchones muy bajos, apoyados sobre la construcción. Sin embargo, agregaron que en peores condiciones se hallan los detenidos que deben compartir los camastros o dormir en el piso con y sin colchones, soportando el frío intenso de la época invernal. Agregaron que las frazadas son provistas por las familias de los detenidos y que no sólo son muy escasas, sino que suelen ser usadas como colchones o bien para cubrir las ventanas que carecen de adecuada protección de vidrio o poliuretano. 
Sostuvieron que se verificó que el alojamiento en estado de aislamiento se efectúa en celdas de pequeñas dimensiones que cuentan con una letrina tapada, en la mayor parte de los casos. 



Apuntaron que no se observó la existencia de calefacción, ni luz artificial suficiente y segura. Por el contrario, señalaron que la escasa iluminación da cuenta de los  graves riesgos a los que se ven sometidos los detenidos  ya que  en todos los casos se observaron los cables colgando sin protección ni cobertura. Agregaron que se verificaría la existencia de una práctica, por parte del Servicio Penitenciario, consistente en que durante el día y la noche  “prenden y apagan” intermitentemente el suministro eléctrico, provocando  un brutal sufrimiento a los detenidos. 
Refirieron otra práctica del Servicio Penitenciario, consistente en permitir que alojados en la Unidad realicen una conducta denominada “hacer el chancho”, y que consiste en desnudar, atar y golpear a otro detendido, robándole  sus pertenencias.


Las presentantes requirieron que la señora jueza haga lugar a la acción presentada y, específicamente, requierieron que se cite a la autoridad responsable del SPB, que se elabore un mecanismo de prevencion que evite la repetición, que se clausuren los pabellones indicados, que se garantice la integridad física de los detenidos y que evite traslados fuera de las unidades del conurbano, para impedir que las conductas evasivas del Estado restrinjan aún más los derechos de las personas detenidas, evaluando además ciertos traslados ya efectuados.



El 17 de Julio de 2012, la señora jueza resolvió la acción indicando que con el acta de visita aportada por las defensoras “he de tener por acreditada la existencia de las circunstancias fácticas que originan esta petición”. Sin embargo, ante ello, la jueza –basándose exclusivamente en informes del SPB- dio por subsanadas todas las graves irregularidades detectadas por las defensoras.


Asimismo apuntó que, más allá de la capacidad de alojamiento de la unidad –que difirió en 20 plazas respecto de lo denunciado- tuvo por cierto que la capacidad se hallaba sobrepasada en más de cien personas. No obstante lo cual destacó “…la redistribución del excedente de los detenidos”, lo cual habría sido “…cumplido [por] el Servicio Penitenciario a las diferentes Unidades, ascendiendo al día de la fecha a 382 internos alojados”, añadiendo que se encontraba “…a la espera del traslado de dos individuos que serán reintegrados a la Unidad de Mar del Plata, según lo informado telefónicamente por el Jefe de la Unidad en el día de la fecha”.


En ese marco, y a pesar de las expresas manifestaciones de las defensoras, sostuvo que “…en cuanto al traslado de los detenidos a Unidades Carcelarias del conurbano, corresponde a la Suscripta, ordenar el traslado de los privados de libertad cuando exceden la capacidad de cupo, pero no el lugar de su alojamiento por cuanto no se tiene injerencia en las disposiciones internas de otro Poder Constitucional; dependiendo pura y exclusivamente del Ministerio de Seguridad y Justicia de la Provincia de Buenos Aires, la distribución de los mismos”.


Por último, indicó la jueza que “con la finalidad de realizar el reacondicionamiento del Pabellón 9 que fuera ordenado por la Suscripta, el mismo a la fecha ha sido desalojado y se ha dado estricto cumplimiento a lo ordenado; respecto al pabellón 10 en el día de la fecha se han concluido con las reparaciones solicitadas en la presentación, no habiendo exceso de detenidos alojados en el mismo”. Sin embargo, concluyó que “…resulta innecesaria la realización de la Audiencia del rito peticionada por las Señoras Defensoras, atento, que a la fecha se han subsanado las falencias detectadas, a excepción de la reparación de la calefacción…” y que resolvía “decretar el cierre del presente habeas corpus”.

IV. FUNDAMENTOS



A partir de los hechos narrados aportaremos nuestro punto de vista. En primer lugar, frente a tamaña gravedad en las condiciones de alojamiento, se hace ineludible citar las disposiciones constitucionales involucradas.


En ese contexto es ineludible indicar, en primer término, que se encuentran involucradas las disposiciones contenidas en los artículos 18 y 75.22 de la Constitución nacional, esta última en función de los artículos 10.1 y 10.22 del PIDCyP, 5 y 11 de la CADH y 1, 12 y 13 de la Convención contra la Tortura.



No dejamos de remarcar  la especial gravedad de lo denunciado si consideramos que organismos internacionales ya han alertado con énfasis sobre la situación sobre el estado de vulneración de los derechos humanos en las cárceles argentinas.



Sólo a título de ejemplo se cuenta con el Informe del Comité de Derechos Humanos, del 22 de marzo de 2010, donde se señala que pese a las medidas tomadas por el Estado para mejorar la capacidad de alojamiento, “…continúan preocupando al Comité las condiciones imperantes en muchos centros penitenciarios del país, incluido el alto índice de hacinamiento, la violencia intracarcelaria y la mala calidad en la prestación de servicios y la satisfacción de necesidades fundamentales, en particular en materia de higiene, alimentación y atención médica”.


Asimismo añadió el Comité que se “…debe adoptar medidas eficaces para poner fin al hacinamiento en los centros penitenciarios y garantizar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 10. En particular, el Estado Parte debe tomar medidas para que se cumplan en el país las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos de las Naciones Unidas”. 


Existen aspectos centrales de las “Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos”, que un adecuado control judicial debe garantizar en situaciones como las denunciadas. Tal como lo ordenara la CSJN en el caso “Verbitsjy” (V.856.XXXVIII), dichas reglas mínimas configuran las pautas fundamentales a las que debe adecuarse toda detención. Resulta ineludible que el Poder Judicial realice los controles necesarios para hacer cumplir pautas como las contenidas, por ejemplo, en las reglas siguientes

9. 1) Las celdas o cuartos destinados al aislamiento nocturno no deberán ser ocupados más que por un solo recluso. Si por razones especiales, tales como el exceso temporal de población carcelaria, resultara indispensable que la administración penitenciaria central hiciera excepciones a esta regla, se deberá evitar que se alojen dos reclusos en cada celda o cuarto individual. 2) Cuando se recurra a dormitorios, éstos deberán ser ocupados por reclusos cuidadosamente seleccionados y reconocidos como aptos para ser alojados en estas condiciones. Por la noche, estarán sometidos a una vigilancia regular, adaptada al tipo de establecimiento de que se trate.

10. Los locales destinados a los reclusos y especialmente a aquellos que se destinan al alojamiento de los reclusos durante la noche, deberán satisfacer las exigencias de la higiene, habida cuenta del clima, particularmente en lo que concierne al volumen de aire, superficie mínima, alumbrado, calefacción y ventilación.

11. En todo local donde los reclusos tengan que vivir o trabajar: a) Las ventanas tendrán que ser suficientemente grandes para que el recluso pueda leer y trabajar con luz natural; y deberán estar dispuestas de manera que pueda entrar aire fresco, haya o no ventilación artificial; b) La luz artificial tendrá que ser suficiente para que el recluso pueda leer y trabajar sin perjuicio de su vista.

12. Las instalaciones sanitarias deberán ser adecuadas para que el recluso pueda satisfacer sus necesidades naturales en el momento oportuno, en forma aseada y decente.

13. Las instalaciones de baño y de ducha deberán ser adecuadas para que cada recluso pueda y sea requerido a tomar un baño o ducha a una temperatura adaptada al clima y con la frecuencia que requiera la higiene general según la estación y la región geográfica, pero por lo menos una vez por semana en clima templado.

14. Todos los locales frecuentados regularmente por los reclusos deberán ser mantenidos en debido estado y limpios.

19. Cada recluso dispondrá, en conformidad con los usos locales o nacionales, de una cama individual y de ropa de cama individual suficiente, mantenida convenientemente y mudada con regularidad a fin de asegurar su limpieza.

20. 1) Todo recluso recibirá de la administración, a las horas acostumbradas, una alimentación de buena calidad, bien preparada y servida, cuyo valor nutritivo sea suficiente para el mantenimiento de su salud y de sus fuerzas. 2) Todo recluso deberá tener la posibilidad de proveerse de agua potable cuando la necesite.

21. 1) El recluso que no se ocupe de un trabajo al aire libre deberá disponer, si el tiempo lo permite, de una hora al día por lo menos de ejercicio físico adecuado al aire libre. 2) Los reclusos jóvenes y otros cuya edad y condición física lo permitan, recibirán durante el período reservado al ejercicio una educación física y recreativa. Para ello, se pondrá a su disposición el terreno, las instalaciones y el equipo necesario.

22. 1) Todo establecimiento penitenciario dispondrá por lo menos de los servicios de un médico calificado que deberá poseer algunos conocimientos psiquiátricos. Los servicios médicos deberán organizarse íntimamente vinculados con la administración general del servicio sanitario de la comunidad o de la nación. Deberán comprender un servicio psiquiátrico para el diagnóstico y, si fuere necesario, para el tratamiento de los casos de enfermedades mentales. 2) Se dispondrá el traslado de los enfermos cuyo estado requiera cuidados especiales, a establecimientos penitenciarios especializados o a hospitales civiles. Cuando el establecimiento disponga de servicios internos de hospital, éstos estarán provistos del material, del instrumental y de los productos farmacéuticos necesario para proporcionar a los reclusos enfermos los cuidados y el tratamiento adecuados. Además, el personal deberá poseer suficiente preparación profesional. 3) Todo recluso debe poder utilizar los servicios de un dentista calificado.

24. El médico deberá examinar a cada recluso tan pronto sea posible después de su ingreso y ulteriormente tan a menudo como sea necesario, en particular para determinar la existencia de una enfermedad física o mental, tomar en su caso las medidas necesarias; asegurar el aislamiento de los reclusos sospechosos de sufrir enfermedades infecciosas o contagiosas; señalar las deficiencias físicas y mentales que puedan constituir un obstáculo para la readaptación, y determinar la capacidad física de cada recluso para el trabajo.

25. 1) El médico estará de velar por la salud física y mental de los reclusos. Deberá visitar diariamente a todos los reclusos enfermos, a todos los que se quejen de estar enfermos y a todos aquellos sobre los cuales se llame su atención. 2) El médico presentará un informe al director cada vez que estime que la salud física o mental de un recluso haya sido o pueda ser afectada por la prolongación, o por una modalidad cualquiera de la reclusión.

26. 1) El médico hará inspecciones regulares y asesorará al director respecto a: a) La cantidad, calidad, preparación y distribución de los alimentos; b) La higiene y el aseo de los establecimientos y de los reclusos; c) Las condiciones sanitarias, la calefacción, el alumbrado y la ventilación del establecimiento; d) La calidad y el aseo de las ropas y de la cama de los reclusos; e) La observancia de las reglas relativas a la educación física y deportiva cuando ésta sea organizada por un personal no especializado. 2) El Director deberá tener en cuenta los informes y consejos del médico según se dispone en las reglas 25 (2) y 26, y, en caso de conformidad, tomar inmediatamente las medidas necesarias para que se sigan dichas recomendaciones. Cuando no esté conforme o la materia no sea de su competencia, trasmitirá inmediatamente a la autoridad superior el informe médico y sus propias observaciones.

31. Las penas corporales, encierro en celda oscura, así como toda sanción cruel, inhumana o degradante quedarán completamente prohibidas como sanciones disciplinarias.
45. 2) Deberá prohibirse el transporte de los reclusos en malas condiciones de ventilación o de luz o por cualquier medio que les impongan un sufrimiento físico.



Cabe mencionar lo dispuesto por el artículo 2 CADH en cuanto establece que si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuvieren ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados parte se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de la Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.


Asimismo, es de destacar que las peticionantes denuncian la existencia de una práctica penitenciaria consisente en traslados masivos de detenidos a zonas lejanas, afectando sus derechos básicos, como es el de estar cerca de su familia.



Afirman las denunciantes que esas prácticas se vinculan a maniobras tendientes a evitar las responsabilidades que pudieran verificarse y como respuesta a las presentaciones de acciones o reclamos como los que aquí se intentan.



No hay duda que la autoridad judicial debe controlar la razonabilidad y la justificación de los traslados realizados contemporáneamente con la presente acción y evitar los futuros que no guarden adecuada vinculación a las necesidades del propio detenido.



Vale señalar lo indicado por la Procuración Penitenciaria en su presentación como amicus curiae ante la Comisión Interamericana en el caso  12.804 “Néstor Rolando López c. Argentina” donde sostuvo que: “es central hacer referencia a la función que suelen tener los traslados”, añadiendo que “los traslados a menudo son implementados como medidas que solapan castigos informales”. Ellos operan como práctica penitenciaria, a pesar de la obligación judicial de materializar su control, tal como lo establece la ley de ejecución penal, que opera como marco mínimo para el resto de las leyes de tal carácter que existen en el pais.


En suma, resulta preocupante no sólo las condiciones de alojamiento que se desprenden de la denuncia efectuada, sino también la resolución judicial que como órgano del Estado prefiere no asumir el rol constitucionalmente impuesto en lo que hace a la protección de derechos. 


La realidad carcelaria local y regional requiere que no se distiendan los controles de las condiciones de alojamiento de las personas privadas de la libertad. El Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura (OPCAT) señala que los tratos crueles, inhumanos o degradantes generalmente ocurren en lugares de detención cerrados al escrutinio público. La experiencia de organizaciones nacionales e internacionales ocupadas en la preservación de los derechos de las personas privadas de la libertad ha demostrado que el monitoreo de lugares de detención es un modo efectivo de crear transparencia en dichas instituciones y de identificar problemas antes ignorados.


La CSJN ha señalado en forma reiterada que es responsabilidad indelegable del Estado proporcionar condiciones dignas de alojamiento a las personas privadas de la libertad en cumplimiento del mandato expreso contenido en el artículo 18 de la Constitución nacional, como asimismo evitar que las deficitarias condiciones de alojamiento se conviertan en un trato cruel, inhumano y degradante.


El Estado, a través del órgano pertinente, debe adoptar los recaudos necesarios para revertir de modo inmediato la deficitaria situación por la que atraviesa su sistema carcelario.


Debe constituir una política de Estado, sostenida en el tiempo, la capacitación de los operadores del sistema penitenciario en el tratamiento de personas privadas de la libertad, con miras a evitar la violación y garantizar el irrestricto respeto de sus derechos y garantías. Pero también resulta ineludible el cotidiano y adecuado control judicial de las condiciones de detención, máxime cuando este es requerido por los defensores públicos mediante la presentación de una acción de hábeas corpus.
VI. PETITORIO
Por las razones enunciadas, solicitamos que se tenga a la Asociación Pensamiento Penal presentada como “amigo del tribunal”, como así también que los argumentos aportados sean utilizados para la resolución del caso.

Mario Alberto Juliano



Nicolás Laino

PRESIDENTE
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